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RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2016. 

Una corporación pública inició un proceso de expropiación 

forzosa al amparo de su ley orgánica, y el Tribunal de Primera 

Instancia (“TPI”) le requirió, conforme lo establecido en dicha ley y 

sobre la base de prueba documental sometida por el dueño de la 

finca expropiada, que presentara una fianza para garantizar la 

diferencia entre la cantidad consignada por la corporación y la 

compensación reclamada por el mencionado dueño. 

Por los fundamentos que discutiremos a continuación, se 

deniega la expedición del recurso de certiorari de referencia. 

I. 

La Autoridad del Distrito del Centro de Convenciones de 

Puerto Rico (la “Autoridad” o la “Peticionaria”) fue creada mediante 

la Ley 351-20001, según enmendada (la “Ley Orgánica”), como una 

“corporación pública e instrumentalidad gubernamental con 

                                                 
1 23 LPRA §.6401 et. seq. 
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personalidad jurídica propia”.  23 LPRA 6403.  Está facultada para 

demandar y ser demandada.  23 LPRA 6412(b).   

La Ley Orgánica autoriza a la Autoridad a adquirir, mediante 

expropiación, la propiedad o intereses que “considere necesario o 

apropiado para efectuar sus propósitos.”  23 LPRA 6412(o) & 6413-

16.  En cuanto al proceso de expropiación, la Ley Orgánica nos 

remite, en general, a la Ley General de Expropiación (32 LPRA 

2901 y ss.), siempre y cuando dichas disposiciones “no sean 

incompatibles con ninguna otra disposición” de la Ley Orgánica.  

23 LPRA 6416.   

En lo pertinente, en su artículo 2.06, la Ley Orgánica 

dispone que cuando “la controversia judicial se circunscriba al 

precio o valor de la propiedad”, la Autoridad “cumplirá con los 

requisitos de obtener una fianza o poner un depósito que, en la 

opinión del tribunal, sea suficiente para cubrir la diferencia entre 

la cantidad estimada por la Autoridad y la cantidad solicitada” por 

el dueño de la propiedad como compensación justa.  23 LPRA 

6416. 

La Autoridad presentó la acción de referencia, sobre 

expropiación forzosa, con el fin de adquirir un predio de 9,890.98 

m.c. (la “Propiedad”), localizados en la Parcela C del Distrito de 

Convenciones de Puerto Rico (denominada, “Parcela C”), propiedad 

de Plaza CCD Development Corporation (“Plaza CCD” o el 

“Recurrido”)2.  La Autoridad alegó que la justa compensación por la 

Propiedad debía ser $4,490,000.00, según el informe de valoración 

realizado por el perito contratado por la Autoridad. 

Mientras tanto, Plaza CCD contestó la acción de referencia y 

objetó la suma depositada en el TPI por la Autoridad en concepto 

de justa compensación.  Alegó que, en realidad, el justo valor de la 

Propiedad es $18,960,000.00, según tasado por la compañía 

                                                 
2 Véase acápite número siete (7) de la Demanda. 
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contratada por dicha parte.  Así pues, la controversia quedó 

reducida a determinar cuál debe ser la justa compensación por la 

Propiedad. 

Luego de varios trámites procesales, y examinados ambos 

informes de valoración presentados por las partes, el TPI ordenó a 

la Autoridad a que, en un término de 10 días, acredite el 

cumplimiento con el Artículo 2.06 de la Ley Orgánica, supra.  En 

atención a esta orden, la Autoridad solicitó al TPI que le eximiera 

de tener que depositar suma adicional o de obtener una fianza 

para cubrir la diferencia entre la cantidad estimada por la 

Autoridad y la suma reclamada por Plaza CCD.  En apoyo, hizo 

referencia a la crisis fiscal actual que sufre la Autoridad y Puerto 

Rico.  Plaza CCD, por su parte, insistió en que la Autoridad debía 

cumplir con el mandato del Artículo 2.06 de la Ley Orgánica, 

supra, y que el TPI no tenía discreción para eximir a la Autoridad 

de su cumplimiento.  

El 28 de junio de 2016, el TPI notificó la orden de la cual se 

recurre aquí.  La misma dispone lo siguiente: 

[…] 
Sustentadas las alegaciones de justo valor por la parte con 
interés mediante un informe de valoración que obra en el 
expediente y disponiendo claramente el articulado en virtud 
del cual se le requirió la prestación de una fianza, el que la 
suficiencia de la misma es la diferencia entre el justo valor 
consignado y el alegado por la parte con interés, la misma 
es por la cantidad de [$ 14,470,000.00]. Se le reitera el 

término de 30 dias. 3 

 

 De esta decisión, la Autoridad comparece a través del 

recurso de referencia (presentado el 28 de julio de 2016)4.  La 

                                                 
3 El 6 de julio de 2016 se enmendó la orden citada, a los fines de corregir la 

suma indicada.  Esta orden se notificó el 14 de julio de 2016. 
4 Por las implicaciones que tendría el incumplimiento de la Autoridad con la 

orden recurrida en la acción de referencia y por entender que en estas 
circunstancias “esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia” ya que la controversia se tornaría académica, concluimos que tenemos 

jurisdicción para considerar el recurso de referencia.  Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  A igual conclusión han 

llegado, en situaciones similares, otros paneles de este Tribunal. Véase, por 
ejemplo, Astro Service, Inc. v. Asoc. de Condómines de Villa Nevárez Professional 
Building, Inc. y otros,  KLCE201500458, Sentencia de 29 de mayo de 2015, J. 

Fraticelli Torres, ponente. 
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Autoridad argumenta que la Ley General de Expropiación no 

requiere la fianza ordenada y que la misma no procede, en todo 

caso, hasta que el TPI adjudique los méritos de la controversia 

entre las partes en torno a la justa compensación por la Propiedad.  

También hizo referencia a la crisis fiscal de la Autoridad y del 

gobierno en general.  Casi dos semanas luego de presentada la 

petición de referencia, el 9 de agosto de 2016, la Autoridad 

presentó una moción en auxilio de jurisdicción, en la cual no adujo 

que hubiese algún señalamiento que paralizar, limitándose a 

reiterar por qué, a su juicio, es errada la decisión del TPI y a 

solicitar que se tramitara su petición de forma expedita, pues “nos 

encontramos en una situación de emergencia”.  Por su parte, Plaza 

CCD compareció en oposición a la petición de referencia, así como 

a la moción en auxilio de jurisdicción. 

Concluimos que no procede intervenir con la decisión 

recurrida.  El texto de la Ley Orgánica es claro y expreso, al 

disponer que la Autoridad “cumplirá” con el requisito de depositar 

una cantidad, o prestar una fianza, “suficiente para cubrir la 

diferencia” entre lo depositado y la “cantidad solicitada por el 

propietario”.  23 LPRA 6416.  Adviértase que la discreción que 

tiene el tribunal es únicamente en cuanto a la determinación de la 

suma suficiente para estos fines.  El texto de esta disposición no 

nos permite concluir que el TPI podría eximir a la Autoridad del 

cumplimiento de este requisito impuesto por su Ley Orgánica. 

 En este caso, el TPI tenía ante sí, no solamente una 

cantidad solicitada por Plaza CCD, sino además un informe de 

valoración que apoyaba dicho reclamo.  En estas circunstancias, 

no podemos concluir que el TPI hubiese errado o abusado de su 

discreción al exigir a la Autoridad que cumpla con lo exigido 

expresamente por su propia Ley Orgánica.  Incluso, el TPI también 

tuvo ante sí el Purchase and Sale and Development Agreement 
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(P&DA) entre Plaza CCD y la Autoridad, y en su Art. 10.01(b), se 

dispone que, en casos de expropiación, Plaza CCD tenía derecho a 

recibir “an amount equal to then appraised value of the land and 

the improvements” (énfasis suplido).  Esta parece ser la fuente de 

la diferencia entre los informes de valoración de cada parte, pues, 

aparentemente, el informe de valor de la Autoridad, contrario al 

presentado por Plaza CCD, no consideró las mejoras realizadas en 

el predio en cuestión.   

Contrario a lo argumentado por la Autoridad, no era 

necesario, en estas circunstancias, que se celebrara una vista 

evidenciaria, antes de requerir a la Autoridad que cumpliera con lo 

requerido en su Ley Orgánica.  El TPI determinó que, con el récord 

que tenía ante sí, contaba con los elementos de juicio para requerir 

una fianza por determinada cantidad, y no se ha demostrado que 

dicha determinación haya sido irrazonable, ni se ha plantado qué 

información adicional podría surgir de una vista, en lo pertinente 

al monto de la fianza.  De todas maneras, la Autoridad está 

impedida de plantear este asunto ante nosotros, pues del récord no 

surge que haya solicitado al TPI que se celebrara una vista 

evidenciaria.  Adviértase que no podemos considerar nuevas 

teorías o asuntos nuevos presentados por primera vez ante 

nosotros. Vera Morales v. Bravo Colón, 161 D.P.R. 308 (2004); Ortiz 

Torres v. K & A Developers, Inc., 136 D.P.R. 192 (1994). 

Tampoco tiene razón la Autoridad al plantear que no 

procedía se ordenase la fianza, hasta que se adjudique de forma 

definitiva cuánto debía ser la justa compensación.  Aceptar dicho 

argumento conllevaría a derogar, por fiat judicial, el requisito de 

fianza, el cual está dirigido, precisamente, a asegurar desde una 

etapa temprana del litigio, que el dueño podrá recobrar la justa 

compensación debida, de resultar ésta mayor a la cantidad 

depositada inicialmente por la Autoridad. 



 
 

 
KLCE201601396 

 

6 

 Finalmente, la alusión por la Autoridad a las dificultades 

fiscales o económicas de la Autoridad, o del gobierno en general, 

no es un elemento que jurídicamente podamos utilizar para obviar 

una clara y expresa disposición de ley. 

En fin, no se ha demostrado que se justifique nuestra 

intervención con la decisión recurrida. 

II. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto de 

certiorari solicitado, así como la moción en auxilio de jurisdicción, 

presentada por la peticionaria. 

 Adelántese inmediatamente la notificación por fax o por 

correo electrónico, además de notificar por la vía ordinaria.  

 Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 La Juez García García concurre con denegar el recurso 

porque no se configura alguna de las instancias contenidas en las 

Regla 40 del Reglamento de este Tribunal.  

 
                                             Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


